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    PRÓLOGO


    El presente manual se ha elaborado con el propósito de facilitar al alumno del Grado en Derecho una herramienta que le permita superar con éxito la asignatura Derecho de los impuestos (o Parte especial de Derecho Tributario).


    Los planes docentes de las Facultades de Derecho han experimentado cambios significativos en los últimos años y, en la Universidad, los estudios de grado y de maestría han venido a sustituir a los estudios de licenciatura. El alumno cursa el grado en Derecho, con el que adquiere unos conocimientos básicos de todas las ramas jurídicas, y generalmente completa su formación profesional con un máster que refuerza sus conocimientos generales en algún aspecto específico y especializado del Derecho.


    El nombre de la asignatura a la que se destina el uso este libro en muchas universidades coincide con el de otra materia del antiguo plan de licenciatura cuya duración era anual: Parte especial de Derecho tributario o Derecho financiero y tributario II. Esta identidad de nombres podría representar también identidad de contenidos de la materia, pero no es así. Por lo general, en el grado está previsto que la asignatura se imparta a lo largo de un semestre y no durante todo el año. Además, la enseñanza tradicional memorística basada en la lección magistral y en el estudio de manuales se debe complementar con actividades complementarias de carácter práctico en las que los alumnos han de desarrollar un papel activo que, lógicamente, consumen una parte de su tiempo de estudio de los textos doctrinales. Por todo ello, el contenido del curso de la parte especial de Derecho tributario que se imparte en el grado es necesariamente más reducido que el de la asignatura de la licenciatura y debe, por tanto, concentrar la atención en los aspectos esenciales y en los principios básicos y fundamentales de la materia, remitiendo a los estudios de maestría el desarrollo de los aspectos de detalle secundarios, exigibles a un especialista en la aplicación de los impuestos.


    Durante varios años los autores de este libro hemos querido aconsejar a los alumnos un manual adaptado al plan de estudios del Grado en Derecho y hemos utilizado el que, a nuestro juicio, se ha adaptado con más presteza a los nuevos métodos, pero hemos sentido la necesidad de intensificar la perspectiva principialista e institucional de la materia, apurando aún más los aspectos nucleares de la materia y evitando la reproducción de pormenores que el estudiante encuentra fácilmente y sin necesidad de mayores explicaciones en los textos legales. No podemos entender el estudio del Derecho positivo sin la consulta de las leyes y reglamentos al tiempo que se van estudiando las explicaciones del manual. Estudiar un manual sin tener la ley al lado es como estudiar anatomía sin diseccionar un cadáver. Por ello, con nuestro manual pretendemos que el alumno conozca y, sobre todo, comprenda el Derecho impositivo con un texto sintético, de una dimensión suficiente y susceptible de ser dominada en un semestre en el que el alumno está obligado a conciliar el estudio de esta disciplina con alrededor de otra media docena de asignaturas obligatorias u optativas.


    La edición de Conocer y comprender el Derecho de los impuestos responde, por tanto, a la necesidad de proporcionar al alumno un compendio que recoja toda la materia de Derecho de los impuestos que debe conocer y entender una persona graduada en Derecho.


    Aunque no sea el motivo que ha inspirado su redacción, confiamos en que el manual permita a los profesores impartir las clases con más libertad, concentrando la explicación en las cuestiones fundamentales que requieran mayor atención, o cuya comprensión resulte más compleja, sin el temor de dejar de comentar algún aspecto más sencillo del contenido básico de la asignatura, que ya está recogido en el libro.


    los autores

  


  
    I. INTRODUCCIÓN


    Eugenio Simón Acosta

  


  
    LECCIÓN 1.ª EL SISTEMA TRIBUTARIO


    I. Estructura del sistema tributario


    § 1 Como es sabido, los tributos se clasifican en tasas, contribuciones especiales e impuestos (art. 2 LGT). Estos últimos se suelen sistematizar con dos criterios fundamentales: el sujeto activo del tributo y el objeto del impuesto.


    § 2 Desde el punto de vista del sujeto activo existen en España tres sistemas (o, si se quiere, subsistemas) tributarios: el del Estado, el de las CCAA y el de los EELL. Existen, además cuatro sistemas impositivos forales (el de Navarra y los tres de las provincias del País Vasco) que replican, con matices diferenciales, el sistema impositivo estatal. En Canarias, Ceuta y Melilla hay algunas especialidades cuya entidad no permite hablar propiamente de sistemas tributarios diferenciados.


    I.1. Impuestos estatales


    § 3 En el ámbito estatal los impuestos se sistematizan en función de su objeto o capacidad económica gravada: adquisición de riqueza (renta), la titularidad de riqueza (patrimonio) y el gasto de la riqueza (consumo).


    § 4 Los impuestos estatales que recaen sobre la renta o adquisición de riqueza son tres:


    a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), regulado por la Ley 35/2006, de 28-XI, del IRPF, que grava los aumentos del patrimonio de las personas naturales residentes en España, exceptuando las adquisiciones gratuitas o lucrativas (herencias, legados, donaciones y similares). Es un impuesto estatal parcialmente cedido a las CCAA.


    b) El Impuesto sobre Sociedades (IS), regulado por la Ley 27/2014, de 27-XI, del IS, que grava los aumentos del patrimonio experimentados por las personas jurídicas (sociedades y otras entidades contempladas por el art. 7 de la LIS) que tengan su residencia en territorio español.


    c) El Impuesto sobre la Renta de No Residentes (IRNR), que recae sobre los aumentos del patrimonio producidos en territorio español de cualesquiera personas o entidades que no tengan su residencia en España (se exceptúan las adquisiciones gratuitas de personas físicas). Se regula por el Texto Refundido de la Ley del IRNR, aprobado por RDLeg 5/2004, de 5-III.


    § 5 Podemos considerar como impuestos que gravan la tenencia de patrimonio o de bienes el Impuesto sobre el Patrimonio (IP), el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD), y el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITPAJD). Los tres son impuestos totalmente cedidos a las CCAA, con excepción del gravamen en el ITPAJD de la rehabilitación y transmisión de grandezas y títulos nobiliarios.


    a) El IP, que en los últimos años ha experimentado vaivenes en cuanto a su presencia efectiva en el sistema, se regula por la Ley 19/1991, de 6-VI. Actualmente se aplica una bonificación del 100% a la cuota íntegra (art. 66 Ley 48/2015, de 29-X). Grava el patrimonio neto (bienes y derechos menos cargas y deudas) de las personas físicas residentes en España.


    b) El ISD se regula por Ley 29/1987, de 18-XII, y grava las adquisiciones por herencia, legado o donación y determinadas indemnizaciones por seguros de vida, percibidas todas ellas por personas físicas residentes o no en España.


    c) El ITPAJD, regulado por el Texto Refundido de la Ley del ITPAJD, aprobado por RDLeg 1/1993, de 24-IX. Aunque su HI está constituido, en la mayoría de los casos, por la transmisión de bienes, realmente grava la titularidad de los bienes transmitidos puesto que la transmisión no es, por sí misma, una manifestación de capacidad económica.


    § 6 En fin, existen impuestos que gravan el gasto de la riqueza o consumo. Son, principalmente, el IVA, los IIEE y los impuestos aduaneros. En este grupo podemos considerar incluidos también algunos impuestos específicos sobre determinadas actividades así como ciertos impuestos de finalidad medioambiental.


    a) El IVA se regula por la Ley 37/1992, de 28-XII, y recae sobre las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizados por empresarios o profesionales, sobre las adquisiciones intracomunitarias y sobre las importaciones de bienes.


    b) Los IIEE (Ley 38/1992, de 28-XII) gravan la fabricación e importación de determinados bienes sometidos a fuertes controles administrativos (alcohol y bebidas alcohólicas, hidrocarburos y labores del tabaco); la matriculación en España de vehículos de motor, de embarcaciones y buques de recreo o de deportes náuticos, con más de ocho metros de eslora (las motos náuticas en todo caso) y de aviones, avionetas y demás aeronaves provistas de motor mecánico; y, finalmente, el autoconsumo, venta, adquisición intracomunitaria e importación de carbón, y el suministro o autoconsumo de energía eléctrica.


    c) Los impuestos aduaneros se gestionan por la Administración tributaria española, pero son recursos de la UE, pues es la UE quien los establece y quien recibe el producto de su recaudación. Están regulados por el Código Aduanero de la Unión [Reglamento (UE) 952/2013, de 9 octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo].


    d) Hay otros impuestos específicos sobre primas de seguros, sobre actividades de juego y sobre depósitos en entidades de crédito.


    e) Existen, además, ciertos impuestos medioambientales que gravan la producción de la energía eléctrica, la producción y almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos (Ley 15/2012, de 27-XII), y los gases fluorados de efecto invernadero (Ley 16/2013, de 29-X).


    I.2. Impuestos de Comunidades Autónomas


    § 7 Las CCAA disponen de impuestos propios e impuestos cedidos. Estos últimos son impuestos del Estado y se estudian dentro del sistema impositivo estatal.


    Los impuestos propios suelen combinar la finalidad recaudatoria con objetivos de carácter extrafiscal, generalmente de protección del medio ambiente. Puede consultarse la relación de impuestos autonómicos en


    http://www.minhap.gob.es/es-ES/Areas%20Tematicas/Financiacion%20Autonomica/Paginas/tributospropiosautonomicos.aspx


    I.3. Impuestos de las Entidades Locales


    § 8 En el ámbito local son los municipios los que pueden establecer y exigir impuestos. El TRLRHL contempla tres impuestos obligatorios (el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Actividades Económicas y el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica) y dos impuestos que el Ayuntamiento puede establecer facultativamente (el Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana y el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.


    I.4. Impuestos forales


    § 9 Navarra y las provincias vascongadas tienen, cada una de ellas, su propio sistema tributario que reproduce, para su territorio, la estructura del sistema impositivo estatal.


    II. Antecedentes del sistema tributario actual


    § 10 Tradicionalmente los impuestos del Reino de Castilla fueron un conglomerado asistemático de gravámenes que se agrupaban en las conocidas como rentas provinciales (alcabala, moneda forera, servicios ordinario y extraordinario, servicio de lanzas, etc.) que, junto con las rentas generales (aduanas) y las rentas estancadas (monopolios), constituían los tres ramos principales de la Hacienda.


    § 11 La primera sistematización rigurosa de los impuestos interiores de España (excepto Navarra) se debe a la reforma de Mon y Santillán, operada por la Ley de Presupuestos de 23-V-1845, que descansaba sobre seis impuestos principales, tres directos y tres indirectos.


    Los impuestos directos eran la Contribución de Inmuebles, Cultivo y Ganadería, antecedente del actual IBI, el Subsidio Industrial y de Comercio (antecedente del IAE) y el Impuesto de Inquilinatos, que pretendía ser un impuesto personal sobre la renta estimada mediante un un signo externo de riqueza (el valor locativo de la vivienda propia).


    Los impuestos indirectos giraban en torno al Derecho de Hipotecas, precedente histórico del Impuesto de Derechos Reales (año 1872) y de los actuales ISD e ITPAJD; a los Impuestos sobre el Consumo de Especies Determinadas; y al Impuesto de Sello o Papel Sellado, con origen en el antiguo estanco de papel sellado (año 1632) posteriormente convertido en Impuesto del Timbre, algunos de cuyos hechos imponibles se integraron en el actual Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados.


    § 12 La reforma de Fernández Villaverde (Ley de Presupuestos de 27-III-1900) creó la Contribución de Utilidades que, dividida en tres tarifas, gravaba las rentas del trabajo (tarifa I), las rentas del capital mobiliario (tarifa II) y las rentas mixtas del trabajo y capital que hoy llamaríamos rentas empresariales (tarifa III).


    § 13 En el primer cuarto del siglo XX, la inestabilidad y debilidad de los gobiernos impidió hacer efectivos los intentos de configurar la Hacienda Local. A esa época se remonta el Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana y las contribuciones especiales locales, pero no fue hasta el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo (año 1924) que los impuestos locales experimentaron una reforma integral cuyos elementos estructurales estuvieron vigentes hasta 1975.


    § 14 Durante la II República se creó la Contribución General sobre la Renta, impuesto complementario de carácter progresivo exigido sólo a contribuyentes con rentas superiores a 100.000 pesetas.


    § 15 La reforma de Navarro Rubio de 1957 y 1964 es el precedente inmediato del sistema tributario actual. La imposición directa se configuró alrededor de cinco impuestos de producto (Contribución Territorial Rústica, Contribución Territorial Urbana, Impuesto sobre Rendimientos del Trabajo Personal, Impuesto sobre Rentas del Capital e Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales), todos ellos impuestos a cuenta de otros dos de carácter general: el Impuesto General sobre la Renta de las Personas Físicas y el Impuesto General sobre Sociedades. En la imposición indirecta destacó la creación del Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas, impuesto indirecto en cascada que fue reemplazado en 1985 por el IVA.


    § 16 El sistema tributario vigente es el fruto de una serie de reformas sucesivas que comenzaron con la creación del Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio en 1977 y el establecimiento de dos únicos impuestos sobre la renta en el año 1978 (el IRPF y el IS).

  


  
    II. IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS


    Eugenio Simón Acosta

  


  
    LECCIÓN 2.ª IRPF (I): CARACTERES Y HECHO IMPONIBLE


    I. Caracteres del impuesto


    § 17 El IRPF se implantó en España en 1978 y desde entonces ha experimentado muchas reformas. Las más importantes son la de 1985 (Ley 48/1985, de 27-XII), que afectó principalmente a las rentas de capital y dio un tratamiento diferenciado a las plusvalías; la de 1991 (Ley 18/1991, de 6-VI) que implantó el sistema de tributación familiar separada; y la de 1998 (Ley 40/1998, de 9-XII) que perfeccionó el impuesto gravando la renta disponible en lugar de la renta obtenida y dualizó el impuesto estableciendo dos bases imponibles gravadas de forma distinta: la base general y la base especial o del ahorro.


    § 18 El IRPF es un impuesto personal y progresivo que se implantó en España en 1978 y vino a sustituir al antiguo sistema de imposición sobre la renta, estructurado alrededor de cinco impuestos de producto, cada uno de los cuales gravaba la renta en función de su origen (inmuebles, trabajo, capital y actividades económicas: cfr. § 15). No gravaba todas las ganancias de capital sino sólo las plusvalías y sólo a los pocos contribuyentes (alrededor de 600.000) que, además de los impuestos de producto, estaban obligados a pagar el IGRPF.


    Actualmente es personal porque grava todos los incrementos del patrimonio del contribuyente, sin más excepción que las adquisiciones lucrativas sometidas al ISD: art. 2 LIRPF.


    Y es progresivo porque, generalmente, el tipo efectivo de gravamen de las rentas altas es mayor que el de las rentas más bajas. Conviene recordar, no obstante, que son distintos los conceptos de impuesto progresivo (a más capacidad contributiva mayor tipo medio de gravamen) y tarifa o escala progresiva (tipo de gravamen creciente al aumentar la BI), porque un impuesto de tarifa progresiva no es necesariamente progresivo si están mal definidos otros elementos como la BI o los sujetos pasivos, y porque con un tipo de gravamen proporcional y único se puede obtener un impuesto progresivo que grave con mayor intensidad las rentas altas (por ejemplo, estableciendo una deducción general o mínimo exento en la BI).


    
      
        
      

      
        
          	
            Si, con un tipo proporcional del 50%, deducimos a todos 100 UM en la BI, quien gana 100 no paga impuestos (tipo efectivo 0%), quien gane 200 paga 50 (25%), quien gana 300 paga 100 (33,33 %), etc.

          
        

      
    


    § 19 La tarifa de tipos de gravamen del IRPF es progresiva por escalones: cfr. arts. 63, 65 y 74 LIRPF. La BI se descompone en tramos y a cada tramo se aplica un tipo de gravamen distinto, que sube a medida que los tramos son superiores.


    
      
        
      

      
        
          	
            Utilizaremos en nuestros ejemplos una tarifa por escalones del siguiente tenor: a) Hasta 10.000 UM tipo de gravamen del 10%. b) De 10.001 a 20.000 UM, tipo del 20%. c) De 20.0001 a 30.000 UM, tipo del 30%. d) De 30.0001 UM en adelante, tipo del 40%.


            Así una persona con renta de 25.000 UM tendría una cuota de 4.500 UM (1.000+2.000+1.500). Su tipo marginal es el 30% y su tipo medio el 18% (4.500/25.000).

          
        

      
    


    § 20 Grava la renta obtenida y no la renta disponible. Aunque la Ley 40/1998 introdujo el gravamen de la renta disponible (renta obtenida menos mínimo vital personal y familiar), en la contrarreforma reaccionaria de 2006 (Ley 35/2006) se volvió al sistema antiguo y más injusto de gravar la renta obtenida. La renta disponible representa la verdadera capacidad contributiva mejor que la renta obtenida.


    
      
        
      

      
        
          	
            Si se supone que el mínimo necesario para mantener a un hijo es de 5.000 UM, una persona que gane 40.000 y tenga tres hijos debe tributar igual que una persona que gane 25.000 y no tenga hijos. Esta igualdad horizontal se consiguió en la ley de 1998 y se destruyó en la contrarreforma de 2006.

          
        

      
    


    Actualmente, las cargas familiares reciben un trato ambiguo y complejo porque el legislador ha entendido que las deducciones por hijos son un privilegio o beneficio fiscal, en lugar de un elemento determinante de la capacidad de contribuir.


    § 21 Por regla general grava de forma separada e independiente a los miembros de la familia, aunque existe un régimen de tributación conjunta opcional para las unidades familiares. Normalmente el resultado de la liquidación conjunta es más gravoso que la separada, por lo que la primera es excepcional en la práctica: puede interesar a las familias con una sola renta o a aquellas en que alguno de sus miembros tiene pérdidas que puedan compensarse con las rentas positivas de los demás.


    Hasta el año 1989 se aplicaba el régimen de tributación familiar conjunta, que fue declarado inconstitucional por la STC 45/1989, de 20/II, por ser discriminatorio contra los matrimonios frente a las parejas no casadas, ya que la acumulación familiar de rentas daba lugar a la aplicación de tipos de gravamen más elevados.


    § 22 Está cedido a las CCAA. Teóricamente se cede el 50% de la recaudación, pero la cesión se ha instrumentado de modo que realmente no es así. Cesión del 50% significa que, en el primer momento, el Estado descompuso la tarifa única en dos tarifas iguales, pero los cambios posteriores de una y otra pueden alterar el reparto.


    
      
        
      

      
        
          	
            Si, por ejemplo, la tarifa hubiera sido 10%, 20%, 30%, se habría convertido en dos tarifas del 5%, 10% y 15% y una de ellas se habría cedido a las CCAA, concediéndoles poder de modificarla. Así, la tarifa estatal sería 5%, 10% y 15% y la autonómica 7%, 12%, 20%: en tal caso, el gravamen autonómico sería mayor que el estatal.

          
        

      
    


    Las CCAA tienen competencia normativa en los términos del art. 46 de la LSFCA.


    II. Hecho imponible


    II.1. Aspecto material


    § 23 El aspecto material del HI es la obtención renta (art. 6 LIRPF). La ley no define la renta, sino que enumera los elementos que la integran: a) Los rendimientos del trabajo. b) Los rendimientos del capital. c) Los rendimientos de las actividades económicas (RAE). d) Las ganancias y pérdidas patrimoniales (GPP). e) Las imputaciones de renta que se establezcan por ley.


    Posteriormente examinaremos cada uno de estos elementos. Ahora interesa saber que de ellos se deduce un concepto muy amplio de renta, que incluye cualquier incremento del patrimonio del contribuyente. Las GPP son el elemento de cierre del sistema y se definen en el art. 33 LIRPF como “variaciones en el valor del patrimonio del contribuyente”.


    En principio, este amplio concepto de renta incluye las adquisiciones gratuitas (herencias, legados, donaciones), pero existe un impuesto específico que grava estos incrementos de patrimonio: el ISD. Por ello el art. 6.4 LIRPF dispone que no está sujeta al IRPF la renta que se encuentre sujeta al ISD.


    II.2. Aspecto espacial


    § 24 El punto de conexión es la residencia del contribuyente. Se grava la renta mundial de las personas físicas residentes en España, con independencia del lugar donde se hubiese producido y cualquiera que sea la residencia del pagador (art. 2 LIRPF).


    § 25 El concepto fiscal de residencia no implica necesariamente estancia o presencia en territorio español. Con el fin de evitar fraudes, el art. 9 de la LIRPF establece un concepto amplio de residencia que incluye:


    a) La permanencia en territorio español durante más de 183 días al año, sin descontar las ausencias esporádicas ni ciertas estancias temporales en España para cumplir gratuitamente acuerdos de colaboración cultural o humanitaria.


    b) La radicación en España del núcleo principal o la base de las actividades o intereses económicos del contribuyente.


    
      
        
      

      
        
          	
            Según este criterio, una persona que no haya pisado nunca el territorio nacional puede ser considerado residente en España y contribuir por su renta mundial.

          
        

      
    


    c) Se presume, salvo prueba en contrario, que una persona es residente cuando lo sean su cónyuge no separado legalmente y sus hijos menores de edad.


    § 26 También está sujeta al impuesto la renta de ciertas personas residentes en el extranjero, generalmente aunque no siempre españolas, que son funcionarios o empleados o realizan trabajos o funciones al servicio del Estado español (art. 10 LIRPF).


    Por el contrario, las personas residentes en España que desarrollen en territorio español funciones similares al servicio de Estados extranjeros, no están sujetas al IRPF a condición de reciprocidad (art. 9.2 LIRPF).


    § 27 Al disponer las CCAA de poder normativo sobre el IRPF, es importante determinar en cuál de ellas reside el contribuyente, pero esto no es un problema de HI, sino de sujeción a una normativa u otra. Lo estudiaremos más adelante: ver § 136.


    II.3. Aspecto temporal


    § 28 Estamos ante un impuesto periódico. Por regla general, el periodo impositivo es el año natural y el IRPF se devenga el día 31 de diciembre (art. 12 LIRPF).


    En caso de fallecimiento del contribuyente, el período impositivo terminará y se devengará el impuesto en la fecha de la muerte (art. 13 LIRPF).


    § 29 Es importante determinar el año o periodo al que legalmente se imputan los diferentes elementos que componen la renta gravable. La regla general es que los rendimientos se imputan al año en que resultan exigibles y las GPP al año en que se produce la alteración de la composición del patrimonio en que se ponen de manifiesto (art. 14). Los RAE se aplican al periodo impositivo según las normas del IS (atendiendo a la corriente real de bienes y servicios).


    Salvo casos muy excepcionales, no se aplica el criterio de caja (momento en que se produce la entrada o salida de los recursos monetarios) porque no estamos ante un impuesto sobre flujos de caja: la renta se entiende generada cuando puede ser exigida, pues en ese momento se puede entender producido el aumento del patrimonio aunque consista en un derecho de crédito aún no satisfecho. Esto puede provocar problemas de tesorería (falta de dinero para pagar el impuesto) que se resuelven con otras técnicas, como puede ser el aplazamiento del pago.


    § 30 Existen reglas especiales de imputación temporal, entre las que cabe destacar (art. 14.2 LIRPF):


    a) Litispendencia sobre el derecho a percibir la renta o su cuantía: los importes no satisfechos se imputan al período en que exista resolución firme.


    b) Rendimientos de trabajo percibidos en periodo posterior a cuando resulten exigibles: se aplica la regla general, pero el perceptor puede declararlas y autoliquidarlas extemporáneamente sin intereses, recargos ni sanciones.


    c) Operaciones a plazos o con precio aplazado: se puede optar por imputar la renta obtenida al periodo en que sea exigible el cobro.


    d) Las ayudas o subvenciones públicas se imputan al periodo de cobro, con alguna excepción en que se distribuyen por cuartas partes entre el período impositivo en que se obtengan y los tres siguientes.


    e) En caso de fallecimiento del contribuyente o traslado de su residencia al extranjero fuera de la UE, se aplican al último periodo impositivo todas las rentas pendientes de imputación.


    II.4. Elemento subjetivo: personas físicas y atribución de rentas


    § 31 Sólo se gravan en este impuesto las rentas obtenidas por personas físicas. Las personas jurídicas quedan sometidas al IS.


    § 32 Se denominan entidades en régimen de atribución de rentas (ERAR) las sociedades civiles que no tengan objeto mercantil, las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades del art. 35.4 LGT: art. 8.3 LIRPF. También lo son las entidades constituidas en el extranjero cuya naturaleza jurídica sea idéntica o análoga a las citadas.


    Estas entidades no están sujetas al IRPF y sus rentas se atribuyen a los socios o partícipes, cada uno de los cuales tributa en el impuesto que corresponda: IRPF, IS o IRNR. En el IRPF las rentas tienen distinta naturaleza según su origen: de capital, de actividad económica o ganancia patrimonial (art. 88 LIRPF).


    § 33 Las ERAR se regulan, en los arts. 86 ss. LIRPF, como régimen especial del que destacan tres elementos:


    a) Modo de determinar la renta gravable: generalmente se aplican las normas del IRPF con ligeras excepciones como el modo de aplicar las reducciones por irregularidad de la renta (cfr. § 45, § 61, § 76 y § 88). Se aplican las normas del IS cuando todos los miembros de la entidad estén sujetos al IS o al IRNR con establecimiento permanente.


    b) Retenciones e ingresos a cuenta: los realiza el pagador aplicando las normas del IRPF y el perceptor los deduce el impuesto que corresponda.


    c) Obligaciones de información: las ERAR cuyas rentas excedan de 3.000 € deben presentar una declaración informativa sobre las rentas a atribuir a sus partícipes y notificar a estos la renta total de la entidad y la renta atribuible a cada uno de ellos.


    II.5. Elemento subjetivo: individualización de la renta


    § 34 Por regla general la renta pertenece a la persona que la obtiene y es el perceptor quien tributa por ella, pero esta regla general no se aplica en caso de matrimonio o situaciones asimiladas. En estos casos la individualización de la renta se realiza atendiendo a quien ha generado el derecho a su obtención, con independencia de que pertenezca a ambos cónyuges en virtud del régimen económico matrimonial (v.gr. en caso de gananciales).


    Así, los rendimientos de trabajo se imputan a quien trabaja, exceptuando el caso de pensiones de viudedad u orfandad; los de capital y las GPP al titular de los bienes de los que procede la renta: si son gananciales a ambos cónyuges y si son privativos a su titular; los RAE a quienes ejerzan de forma habitual, personal y directa la profesión o empresa (art. 11 LIRPF).


    § 35 El régimen de imputación de la renta en el matrimonio representa una discriminación y un agravio, a mi juicio no justificado, para los matrimonios en régimen de gananciales con un solo perceptor de renta.


    En estos casos, aun perteneciendo la renta a ambos cónyuges, ésta no se distribuye entre los dos a efectos fiscales. El cónyuge que ha generado el derecho a la obtención de la renta se ve obligado a tributar por una renta que de hecho no es suya, y el perjuicio consiste en que la parte que jurídicamente correspondería al otro cónyuge si se extinguiera el régimen de gananciales queda sometida a los tipos marginales de la escala.


    
      
        
      

      
        
          	
            Supongamos una tarifa que grave las primeras 1000 UM al 10% y el resto al 20%. Si un cónyuge gana 4.000 UM y el otro 0 UM: a) Si tributa sólo un cónyuge por toda la renta, pagará 100+600 (total: 700 UM). b) Si se respeta la realidad jurídica y económica y se distribuye la renta entre ambos, cada uno pagará 100+200 (en total 600 UM).

          
        

      
    


    Para resolver esta injusticia pueden utilizarse técnicas diversas. La más sencilla es la conocida como splitting, en cuya virtud la renta percibida por ambos cónyuges se suma y se divide por dos, imputando la mitad a cada uno. Lo más correcto, desde la perspectiva del principio de capacidad económica, sería imputar la renta a quien corresponda según el régimen económico matrimonial pactado. En régimen de gananciales debería aplicarse el splitting.

  


  
    LECCIÓN 3.ª IRPF (II): RENDIMIENTOS DE TRABAJO Y DE CAPITAL INMOBILIARIO


    I. Introducción


    § 36 La liquidación del impuesto exige realizar una serie de operaciones, la primera de las cuales es determinar la BI. Para ello hay que comenzar calificando las rentas según su origen (trabajo, capital, actividades económicas, ganancias y pérdidas patrimoniales e imputaciones de renta).


    El rendimiento íntegro o bruto de cada tipo de rendimiento es el total de los ingresos obtenidos. El rendimiento neto resulta de deducir del bruto los gastos (generalmente gastos necesarios para obtener la renta).


    Sobre el rendimiento neto (a veces del bruto) se aplican, en ocasiones, determinadas reducciones para obtener el rendimiento reducido.


    Las ganancias patrimoniales se cuantifican, por lo general, por diferencia entre el valor de transmisión de los bienes y su valor de adquisición.


    § 37 Una vez conocido el importe de cada uno de los elementos que integran la renta, se agrupan en dos categorías que dan lugar, respectivamente, a la BI general y a la BI del ahorro (§ 119 ss.).


    Estas dos bases imponibles se gravan separadamente y hay muy poca relación o comunicación entre ambas. Por eso nos aproximamos mucho a la verdad si decimos que el IRPF está integrado por dos impuestos distintos cuyas cuotas se suman y se unifican en una sola deuda tributaria.


    II. Rendimientos de trabajo


    II.1. Concepto


    § 38 Los rendimientos íntegros de trabajo se definen en el art. 16 LIRPF como “todas las contraprestaciones o utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, que deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria y no tengan el carácter de RAE”.


    Interesa destacar que el rendimiento de trabajo es algo más que una contraprestación de un trabajo pues incluye “utilidades”, concepto amplio que hay que entender como utilidad económica y de mercado (se excluye la utilidad que una persona puede proporcionarse a sí mismo con su trabajo).


    Esta definición tiene dos elementos importantes: uno positivo, el origen de la renta (el trabajo o la relación laboral o estatutaria); otro negativo, que no sea RAE.


    § 39 En cuanto al primero, la ley no habla del trabajo prestado en el marco de una relación laboral o estatutaria, sino del trabajo o de la relación laboral o estatutaria. Incluye, por tanto, todos los rendimientos que procedan de una relación de carácter laboral o estatutario, tengan o no su origen en el trabajo. Así se ha soslayado por la ley cierta doctrina jurisprudencial que declaró no sujetos los préstamos a trabajadores con interés inferior al de mercado (STS de 24-6-1986, RJ 1986\3595). El TS consideró esta utilidad del trabajador (el diferencial del rédito) como derivada de la relación laboral, pero no del trabajo.


    Por relación estatutaria debemos entender sólo la regulada por leyes o reglamentos que, sin ser de carácter laboral, implica la realización de un trabajo: v.gr. funcionarios públicos, cargos electos para el ejercicio de funciones públicas, administradores de sociedades, miembros de Consejos de Administración o de otros órganos representativos, etc.


    § 40 Los RAE implican la ordenación por cuenta propia de los medios de producción (art. 27 LIRPF). A diferencia del trabajador, el empresario y el profesional son responsables del ejercicio de su actividad, la desarrollan sin someterse a instrucciones jerárquicas, su compromiso no consiste en ceder su trabajo a un tercero, sino que ceden el producto o el resultado obtenido con el trabajo, y soportan el riesgo –ganancia o pérdida– del ejercicio de la actividad.


    En estos casos, aunque el factor de producción principal de la actividad económica sea el trabajo del empresario o profesional, los rendimientos que éste obtiene no se califican como rendimientos de trabajo.


    § 41 El art. 17 LIRPF se refiere a algunos supuestos particulares de rendimientos de trabajo, además del sueldo o salario o las prestaciones por desempleo que son los más frecuentes.


    § 42 Merecen atención especial las prestaciones de los sistemas de previsión social a que se refiere el art. 17.2.a) LIRPF. Tanto el sistema público de Seguridad Social o de clases pasivas de funcionarios, como los sistemas de previsión voluntaria (planes de pensiones, mutualidades de previsión social, otros planes de previsión y seguros de dependencia) se someten un régimen de tributación diferida que consiste en que las cotizaciones o aportaciones al sistema son deducibles de la renta (art. 19.2 y 51 LIRPF) y, consecuentemente, las prestaciones que reciben los beneficiarios (pensiones, indemnizaciones) en los casos de muerte, incapacidad, jubilación o similares, se califican como rendimientos de trabajo.


    Este régimen es favorable al contribuyente por dos razones: a) Se difiere el pago del impuesto por la renta invertida en sistemas de previsión social. b) El tipo marginal del impuesto será, por lo general, más bajo cuando se cobren las prestaciones.


    
      
        
      

      
        
          	
            Una persona con tipo marginal del 50% que aporta 100 UM a un plan de pensiones experimenta un ahorro fiscal de 50 UM. Por esas 100 UM, percibidos en forma de pensión de jubilación unos años más tarde, cuando el tipo marginal sea menor (v.gr. 40%), pagará 40 UM.

          
        

      
    


    § 43 Sin perjuicio de ciertas exenciones (art. 7 LIRPF), también se consideran rendimientos de trabajo, entre otros, las pensiones compensatorias percibidas por el cónyuge y las anualidades por alimentos, los derechos especiales de contenido económico que se reserven los fundadores o promotores de una sociedad como remuneración de servicios personales y las becas.


    II.2. Cuantificación


    § 44 Son rendimientos íntegros del trabajo la totalidad de las contraprestaciones o utilidades percibidas en tal concepto. Si son rendimientos irregulares o plurianuales, experimentan una reducción. Seguidamente se aplican los gastos deducibles para obtener el rendimiento neto. Finalmente se practican ciertas reducciones por motivos que veremos después.


    § 45 Son rendimientos plurianuales los que se han generado en un periodo superior a dos años, exceptuando las prestaciones de sistemas de previsión social voluntaria. Son irregulares los que contempla el art. 12 RIRPF, que se perciben de forma esporádica.


    Al acumularse en un año estos rendimientos que, en teoría, corresponden a trabajos realizados en más de dos años, se produce una discriminación que la ley debe corregir.


    
      
        
      

      
        
          	
            Con la tarifa del § 19, la cuota de un contribuyente con un sueldo anual de 18.000 UM asciende a 2.600 UM (1.000+1.600) por año.


            Si percibe un pago extraordinario de 10.000 UM por haber permanecido cinco años en la empresa su cuota se elevaría a 5.400 UM (1.000+2.000+2.400), es decir, la renta extraordinaria generaría una cuota de 2.400 UM (5.000-2.600).


            Si en lugar de cobrarlo de una vez, lo hubiera percibido a razón de 2.000 UM anuales, sólo pagaría 400 UM de sobreimpuesto cada año, en total 2.000 UM.

          
        

      
    


    El método teóricamente más exacto para resolver el problema sería anualizar la renta extraordinaria (dividirla por el número de años a que corresponde), sumar la renta anualizada a la renta regular para aplicar la tarifa, y sumar a la cuota el resultado de aplicar el tipo medio a la parte no anualizada.


    
      
        
      

      
        
          	
            En el ejemplo anterior: a la renta regular (18.000 UM) se suma el resultado de dividir la renta extraordinaria (10.000 UM) entre el número de años a que corresponde (5 años). Resultado: 20.000 UM que generan una cuota de 3.000 UM (1.000+2.000). El tipo medio (3.000/20.000=15%) se aplica a la parte no anualizada (8.000) y nos da una cuota de 1.200 UM que, sumada a la cuota de tarifa (3.000) da un resultado de 4.200 UM. De este modo, la renta extraordinaria de 10.000 genera una cuota de 1.600 UM (4.200-2.600) en lugar de 2.400 UM.

          
        

      
    


    Ese método se vuelve extraordinariamente complejo si no todas las rentas reciben el mismo tratamiento en el IRPF, de forma que la renta anualizada no puede sumarse, sin más, a la renta regular. En la reforma de 1998 se optó por un método simplificado que ofrece una solución aproximada. El objetivo es que la renta irregular o plurianual (RI) no quede sometida al tipo marginal (TM) sino al tipo medio (tm). Para ello se aplica un coeficiente (k) a la RI, de forma que se consiga igualar los términos de la fórmula siguiente:


    (RI.k).TM=RI.tm


    De aquí se deduce que k = tm/TM.


    La Comisión creada por Resolución de la SEH de 19 de febrero de 1997 para la reforma del IRPF de 1998, una vez confeccionada la tarifa del impuesto, efectuó cálculos empíricos sobre ella, llegando a la conclusión de que el valor de k se situaba siempre alrededor de 0,6. Así pues, la renta irregular se incorporó a la BI aplicándole dicho coeficiente, lo cual equivale a reducirla en el 40%.


    Cuatro años después se modificó el impuesto (reforma de 2002), y, con la nueva tarifa recomendada por la Comisión ad hoc, los cálculos empíricos situaban el coeficiente alrededor del 0,7, motivo por el cual la reducción se fijó en el 30%, que es el porcentaje que continúa vigente a pesar de que la tarifa ha sido varias veces modificada. Da la impresión de que el legislador actual no sabe o ha olvidado cuál era la justificación de la medida.


    § 46 Como antes hemos apuntado, la reducción no se aplica a todos los rendimientos plurianuales, puesto que se excluyen las prestaciones en forma de capital de sistemas de previsión social voluntaria (si la prestación es en forma de renta no hay reducción porque se trata de renta regular).


    Esta excepción, que no afecta a las prestaciones en forma de capital de los sistemas públicos de previsión (Seguridad Social, clases pasivas, etc.), se introdujo en la reforma de 2006 y carece, a mi juicio, de justificación suficiente. El legislador ha operado, equivocadamente, como si se tratara de un beneficio o privilegio fiscal y lo ha suprimido para desincentivar a los contribuyentes que opten por percibir las prestaciones en forma de capital.


    § 47 La reducción no se aplica: a) cuando la renta extraordinaria se imputa a más de un periodo impositivo; b) a las rentas plurianuales, si el contribuyente ha aplicado la reducción a rentas de la misma naturaleza en los cinco años anteriores; c) a las rentas de trabajo de cuantía superior a 1.000.000 euros.


    La cuantía del rendimiento íntegro a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la citada reducción no podrá superar el importe de 300.000 euros anuales.


    § 48 El rendimiento neto es el resultado de aplicar al rendimiento íntegro (en su caso, reducido) los gastos deducibles previstos por el art. 19 LIRPF. Entre otros, se deducen las cotizaciones sociales de carácter público (Seguridad Social y similares).


    Existe una deducción a tanto alzado de 2.000 euros en concepto de gastos distintos de los expresamente comprendidos en el art. 19. Esta deducción es más elevada en caso de trabajadores desplazados de su residencia habitual y en caso de trabajadores discapacitados en activo.


    § 49 Sobre el rendimiento neto se practica la reducción prevista por el art. 20 LIRPF. Con ella se pretende compensar el coste de oportunidad de quien obtiene rentas de trabajo por pérdida de horas de ocio así como los costes de producción de estas rentas (alimento, vestido etc.), que no son deducibles porque son a la vez gastos de consumo.


    Se trata de una reducción de 3.700 euros para rendimientos netos del trabajo iguales o inferiores a 11.250 euros, la cual se va reduciendo progresivamente para rentas superiores hasta llegar a cero en el nivel de los 14.450 euros de renta. En todo caso se exige que las rentas no exentas distintas de las de trabajo no sean superiores a 6.500 euros.


    II.3. Rentas en especie


    § 50 Los rendimientos en especie (sean o no de trabajo) se gravan igual que los monetarios. La LIRPF establece algunas exenciones y el modo de cuantificar dichos rendimientos en los arts. 42 y 43.


    § 51 Entre las exenciones se pueden citar las entregas a empleados de productos a precios rebajados que se realicen en cantinas o comedores de empresa o economatos de carácter social; la utilización de los bienes destinados a los servicios sociales y culturales del personal empleado; y, con ciertas condiciones, la entrega a los trabajadores en activo de acciones o participaciones de la propia empresa o de otras empresas del grupo de sociedades, en la parte que no exceda, para el conjunto de las entregadas a cada trabajador, de 12.000 euros anuales.


    § 52 Por regla general, los rendimientos en especie se valoran por su valor normal en el mercado.


    El art. 43 establece algunas reglas específicas, de entre las que destacamos:


    a) Cesión de uso de vivienda: un porcentaje (5% ó 10%) del valor catastral, sin que pueda exceder del 10% de las restantes contraprestaciones de trabajo.


    b) Entrega de vehículos automóviles: el coste de adquisición para el pagador.


    c) Utilización de vehículos automóviles: 20% del mismo coste de adquisición.


    d) Contribuciones satisfechas por los promotores de planes de pensiones: su importe.


    Al valor del rendimiento en especie se adicionará el ingreso a cuenta, salvo que su importe hubiera sido repercutido al perceptor de la renta. La razón es que la cantidad ingresada se convierte en un crédito del trabajador frente a Hacienda.


    II.4. Impatriados y expatriados


    § 53 Los rendimientos de trabajo de los residentes en España que realizan trabajos en el extranjero y de los residentes en el extranjero que se trasladan a trabajar a España tienen ciertas ventajas fiscales.


    Los expatriados gozan de exención de las retribuciones por trabajos que realicen en el extranjero para una empresa o entidad no residente en España, con el límite máximo de 60.100 € anuales [art. 7.1.p) LIRPF].


    En cuanto a impatriados, el art. 93 LIRPF dice que quienes adquieran la residencia por desplazamiento a territorio español para desempeñar un trabajo o ser administrador de una entidad podrán optar por tributar por el IRNR, con ciertas reglas especiales, manteniendo la condición de contribuyentes del IRPF, durante el período impositivo en que se efectúe el cambio de residencia y durante los cinco períodos impositivos siguientes.


    III. Rendimientos del capital: Concepto y clases


    § 54 Son rendimientos del capital las utilidades o contraprestaciones que provengan, directa o indirectamente, de elementos patrimoniales, bienes o derechos, cuya titularidad corresponda al contribuyente y no se hallen afectos a actividades económicas realizadas por éste (art. 21 LIRPF).


    De esta definición destacan dos características: proceden de bienes o derechos del sujeto pasivo y no están afectos a actividades económicas del sujeto pasivo.


    § 55 Los bienes han de pertenecer al sujeto pasivo, en el sentido de que suyo ha de ser el derecho de uso y disfrute que, para obtener la renta, cede a un tercero.


    Son por tanto rentas de cesión de uso de los bienes, a diferencia de los RAE que también pueden tener su origen en la titularidad de bienes del sujeto pasivo pero se obtienen, por lo general, cediendo la titularidad de los bienes o servicios producidos en el ejercicio de la actividad. Un caso particular es la cesión de dinero (ser prestamista) porque el dinero se confunde en el patrimonio del que lo posee: en este caso, aunque se cede la propiedad del dinero, en su lugar nace un derecho de crédito del que derivan los intereses que son la renta gravada.


    Por regla general se gravan rentas de mercado, es decir, rentas obtenidas de terceros cesionarios de los bienes. No se grava la utilidad que proporciona al titular de los bienes su uso o disfrute directo, salvo en el caso de ciertos bienes inmuebles urbanos por los que se imputa renta (cfr. § 62).


    La renta obtenida cuando se cede la propiedad de los bienes se califica, salvo excepciones, como ganancia patrimonial: art. 21.1 LIRPF.


    § 56 Y no estarán afectos a actividades económicas de su titular porque, en tal caso, la parte de la renta imputable a esos bienes será una parte del rendimiento de la actividad.


    
      
        
      

      
        
          	
            Un notario ejerce su profesión en un local alquilado. La renta que paga al propietario se deduce de sus ingresos y es rendimiento de capital para el propietario. Si el local es del notario no deduce la renta imputable al local, de forma que ésta quedará integrada en la renta de su profesión.

          
        

      
    


    § 57 Estos rendimientos se clasifican en dos categorías: de capital inmobiliario y de capital mobiliario.


    IV. Rendimientos de capital inmobiliario


    § 58 Son los que tienen su origen en la titularidad (propiedad o derecho real) de bienes inmuebles que no son, a estos efectos, los definidos como tales en el CC, sino los que se gravan en el IBI: los bienes inmuebles rústicos y urbanos.


    Cuando el arrendamiento de inmuebles se realiza de forma sistemática y organizada puede generar RAE. Para evitar las dudas, según el art. 27.2 LIRPF se entenderá que el arrendamiento de inmuebles se realiza como actividad económica, únicamente cuando para la ordenación de ésta se utilice, al menos, una persona empleada con contrato laboral y a jornada completa.


    Otro caso dudoso es el subarriendo: la renta percibida por el subarrendador se considera RCM [art. 25.4.c) LIRPF].


    § 59 El rendimiento íntegro está constituido por toda contraprestación que se derive del arrendamiento o de la constitución o cesión de derechos o facultades de uso o disfrute sobre los bienes (art. 22 LIRPF), incluida la parte que corresponda a bienes muebles cedidos junto al inmueble.


    § 60 Para determinar el rendimiento neto se deducen todos los gastos necesarios para la obtención del rendimiento y el importe de la amortización de los bienes generadores de la renta. El art. 23 LIRPF establece algunas reglas específicas sobre gastos deducibles, entre las que destacan:


    a) El importe total de los intereses de los capitales ajenos invertidos en el inmueble y los gastos de reparación y conservación (no son deducibles los de inversión o mejora) no puede exceder, para cada bien o derecho, de la cuantía de los rendimientos íntegros. El exceso se podrá deducir, con el mismo límite, en los cuatro años siguientes.


    b) Los saldos de dudoso cobro son deducibles en las condiciones que se establezcan reglamentariamente [cfr. art. 13.e) RIRPF]. Dado que la renta se imputa al ejercicio en que es exigible, con esta norma se resuelve el problema de los impagos del cesionario.


    c) La amortización del inmueble se entiende que cumple el requisito de efectividad si no excede del 3% del coste de adquisición o del valor catastral, sin incluir el valor del suelo. Los muebles cedidos conjuntamente con el inmueble también son amortizables: cfr. art. 14.2.b) RIRPF.


    § 61 El rendimiento neto se reduce:


    a) En un 60% si es rendimiento declarado por la cesión de vivienda: se trata de estimular la declaración de las rentas inmobiliarias.


    b) En un 30% si es irregular o plurianual, siempre que se impute a un único periodo impositivo: ver § 45. La base máxima de esta reducción es de 300.000 € anuales.


    § 62 Desde 1978 las viviendas desocupadas han sido fiscalmente castigadas y su régimen ha evolucionado hasta llegar al actual art. 85 LIRPF que establece un supuesto de imputación de renta en caso de inmuebles urbanos que no generen rendimientos y sean distintos de la vivienda propia y del suelo no edificado.


    Se considera que el titular del inmueble percibe renta equivalente al 2% del valor catastral. Si se trata de valores catastrales actualizados en los términos del art. 85 LIRPF, se aplica el 1,1%. Este mismo porcentaje se aplica, cuando no hay valor catastral, al 50 por ciento del mayor de los siguientes valores: el comprobado por la Administración a efectos de otros tributos o el precio, contraprestación o valor de la adquisición.
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